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1.- VISTOS

En atención a la nulidad decretada por Sala Unitaria Civil Familia de este Tribunal en mayo 10 de 2016, procede la Corporación a decidir la acción de tutela instaurada mediante apoderada judicial por la ciudadana MARÍA EUGENIA NOVA VECINO contra el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario -en adelante INPEC-, al considerar vulnerados sus derechos fundamentales a la salud y a la vida.
2.- SOLICITUD  
Lo sustancial de la información que se aporta en la demanda se puede sintetizar así: (i) la señora MARÍA EUGENIA NOVA VECINO fue vinculada al INPEC en provisionalidad desde noviembre 20 de 1995 y actualmente se encuentra nombrada en el cargo de profesional universitario grado 09 en la Dirección Regional Viejo Caldas de Pereira (Rda.), con reubicación de funciones por orden médica desde el pasado 07 de abril  de 2015, en atención a que presenta varias patologías derivadas del estrés laboral; (ii) participó en la Convocatoria 250 de 2012 de la Comisión Nacional del Servicio Civil -en adelante CNSC-, para proveer las vacantes definitivas de los empleos de carrera de personal administrativo del INPEC, entre ellas, el cargo de Profesional Universitario grado 11 (9 vacantes), al cual se inscribió, y fue incluida en la lista de elegibles -Resolución N°1964 de septiembre 19 de 2014 expedida por la CNSC, modificada por la N°3698 de agosto 20 de 2015- por haber superado las pruebas de conocimiento y comportamentales; (iii) mediante correo electrónico la CNSC le envió a la señora NOVA VECINO formato para escogencia de sede de trabajo de acuerdo con las ofertadas (Bogotá, Barranquilla, Bucaramanga, Pereira, Cali y Medellín), en el cual ella indicó como primera opción Pereira, y argumentó que solicitaba ser nombrada en esta ciudad dada su calidad de reubicada laboral, y allegó los documentos pertinentes; (iv) en septiembre 29 de 2015 recibió el Acta No 21 de septiembre 21 de 2015, en la que le fue asignada como sede de trabajo la ciudad de Barranquilla (Atl.); (v) en septiembre 30 de 2015 presentó derecho de petición a la Dirección General del INPEC, en el que puso de presente sus alteraciones de salud mental -diagnóstico de estrés y su trastorno de ansiedad-, e informó que su nombramiento en Barranquilla le causaría un impacto negativo en esos aspectos, por lo que solicitó ser nombrada en periodo de prueba para continuar prestando sus servicios en Pereira, al que anexó el concepto del médico laboral de la EPS, en el que se recomendó para preservar su salud y evitar el empeoramiento de su patología, mantener la reubicación actual, con las recomendaciones emitidas con anterioridad; (vi) el INPEC no se pronunció sobre su requerimiento, y emitió la Resolución 00462 de noviembre 04 de 2015 mediante la cual la nombró como profesional Universitario grado 11 en la Regional Norte con sede en Barranquilla; y (vii) la persona que acompaña a la señora MARIA EUGENIA en su crisis de ansiedad es su hermana, quien tiene 73 años de edad, y debido a sus quebrantos de salud y a su avanzada edad, no está en condiciones de viajar con ella a la citada ciudad, por lo que allí estaría sola, lo cual empeoraría su estado de salud, ya que necesita de personas cercanas que velen por su bienestar y tranquilidad.
Con fundamento en lo anterior, solicitó el amparo de las garantías fundamentales que estima quebrantadas; y en consecuencia, se ordene al INPEC disponer lo necesario a efectos de mantener su reubicación actual en la ciudad de Pereira, para el ejercicio del cargo de profesional universitario grado 11. Como medida provisional pidió la suspensión de los efectos de la Resolución No. 004262 de noviembre 04 de 2015 expedida por el Director General del INPEC.
3.- trámite 
La acción fue asignada por reparto al Juzgado Civil de Circuito de Dosquebradas (Rda.), despacho que la admitió, corrió el traslado pertinente a la entidad accionada, vinculó a la CNSC, y decretó la medida provisional invocada. Posteriormente, dentro del término legal dictó sentencia mediante la cual negó por improcedente el amparo invocado respecto a los derechos a la salud y a la vida, razón por la cual dejó sin efecto la medida cautelar que se había proferido. Así mismo concedió la protección frente al derecho de petición, y en consecuencia ordenó al INPEC, por intermedio de su Director General, que en el término de 48 horas siguientes a la notificación de esa providencia, procediera a emitir una respuesta de fondo a la solicitud presentada por la accionante en septiembre 30 de 2015.
Frente a dicha determinación, la actora por intermedio de su apoderada presentó recurso de apelación, en virtud del cual el proceso fue remitido a la Sala Civil de este Tribunal, y la magistrada ponente decretó la nulidad de lo actuado a partir de la sentencia para que se integrara debidamente el contradictorio, y en ese sentido se vinculara al señor LUIS FERNANDO ORTIZ BEDOYA, por cuanto fue asignado a la sede laboral en la que la demandante pretende permanecer, y en esas condiciones, podía verse afectado con la decisión.
Una vez subsanada la referida irregularidad, nuevamente se dictó el correspondiente fallo, en el cual bajo los mismos argumentos se negó por improcedente la tutela deprecada, incluso en lo referente al derecho de petición, en atención a que la entidad accionada ya se había pronunciado al respecto.

La accionante mostró de nuevo su inconformidad con lo decidido, y presentó escrito en el que sustentó la impugnación, por lo que el asunto arribó a la Sala Civil de esta Colegiatura, luego de lo cual la funcionaria a la que correspondió el proceso decretó la nulidad a partir de la decisión de primera instancia, en consideración a que el juzgado que tramitó la acción no era competente para conocer del asunto por haberse vinculado a una entidad del orden nacional como la CNSC; por tanto, dispuso que el expediente se repartiera entre los magistrados del Tribunal Superior, Administrativo y Consejo Seccional de la Judicatura de esta ciudad.
4.- CONTESTACIÓN

4.1.- El Coordinador del Grupo de Tutelas de la Dirección General del INPEC indicó que la CNSC convocó a concurso de méritos mediante Acuerdo 297 de diciembre 11 de 2012, identificado con la convocatoria 250 de 2012, en el que se ofertaron todos los empleos que se encontraban en vacancia definitiva, entre ellos, el denominado como profesional universitario código 2044 grado 11 N°203791.
De acuerdo con los artículos 2 y 3 del aludido acuerdo, la entidad responsable de todas las etapas del concurso es la CNSC, entre ellas, la audiencia pública para la escogencia de sedes de trabajo por parte de los elegibles. La CNSC expidió la Resolución N° 1964 de septiembre 19 de 2014, por la cual se conformó la lista de elegibles para el empleo en mención, que actualmente se encuentra en firme, y en la misma la señora NOVA VECINO quedó ubicada en la posición séptima para proveer 9 vacantes.
Con posterioridad se realizó la audiencia pública virtual para la escogencia de sede de trabajo, en cumplimiento de lo ordenado en el artículo 51 del Decreto 297/12, y se expidió el acta N° 21 de septiembre 21 de 2015, en la que a la accionante le fue asignada la sede de Barranquilla (Atl.), y al respecto se comunicó al INPEC para que realizara las gestiones pertinentes; en consecuencia, por parte de esa entidad se emitió la Resolución No 004262 de noviembre 04 de 2015, en la que se hizo el nombramiento en periodo de prueba por dos meses de la señora MARÍA EUGENIA NOVA VECINO en la sede Barranquilla, a quien por parte de la Subdirección de Talento Humano se le comunicó sobre esa decisión en noviembre 13 siguiente.
Lo atinente al cambio de ubicación geográfica para desempeñar el cargo en periodo de prueba debe cumplir con unos requisitos que están señalados en el artículo 3 del Acuerdo 294/12. Adicionalmente, es pertinente tener en cuenta que la sede de Pereira (Rda.) fue asignada al señor LUIS FERNANDO ORTIZ BEDOYA por orden de mérito, al ocupar el 3 lugar en la lista de elegibles.
En conclusión, el citado proceso de selección se rige por el Acuerdo 297/12 y todas las normas que regulan el empleo público en Colombia, las cuales son ley para las partes. En ese sentido también pueden tenerse como referente las sentencias T-256/95 y SU-913/09, en las que se reitera que tal situación no es susceptible de modificación alguna so pena de violación de los principios de buena fe y confianza legítima, y lo que al respecto ha dicho el Consejo de Estado, en torno a que las reglas del proceso de selección son vinculantes tanto para los concursantes como para la administración, con la finalidad de garantizar el principio de mérito y el derecho a la igualdad de los concursantes.
Finalmente, indica que en el presente caso es evidente la configuración de la temeridad, toda vez que la señora NOVA VECINO interpuso demanda de tutela con fundamento en los mismos hechos ante el Tribunal Contencioso Administrativo de Risaralda, la cual está radicada con el N° 2015-00478-00. Esa situación implica un desgaste para la administración de justicia, y por ello deben iniciarse las acciones disciplinarias pertinentes, y negarse las pretensiones invocadas.
4.2.- La CNSC por medio intermedio de su asesor jurídico, pone de presente que esa entidad ya se pronunció sobre una acción de tutela promovida por la señora MARÍA EUGENIA NOVA VECINO ante el Tribunal Contencioso Administrativo de Risaralda radicado N° 2015-00478-00, notificada en noviembre 27 de 2015 y contestada en diciembre 01 siguiente, cuyos hechos y peticiones son idénticos a los que ahora son objeto de esta nueva demanda, esto es, el cambio de plaza asignado en la Convocatoria 250/12, lo que hace improcedente el amparo reclamado, por cuanto es poner a consideración nuevamente ante un despacho judicial la misma situación, y de aceptarse esa tesis se atentaría contra la seguridad jurídica y se iría en contravía del propósito del mecanismo constitucional.
Causa extrañeza que el trámite de la acción haya sido asumido por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas (Rda.), y no por los Tribunales Superiores o Administrativos, por cuanto ello se traduce en el desconocimiento de lo consagrado en el artículo 1 numeral 1 del Decreto 1382/00, cuyo contenido si bien es cierto ha sido considerado por la jurisprudencia constitucional -aunque la interpretación no ha sido pacífica ni mucho menos unánime- como simples reglas de reparto en materia de tutela, y determina que los únicos factores que determinan la competencia son el territorial y las previsiones consagradas en el artículo 37 del Decreto 2591/91, el hecho de que la aludida norma enuncie que su aplicación opera para los efectos allí previstos, confirma que esa disposición también contiene pautas de competencia.
Lo anterior, por cuanto a esa entidad conforme lo establecido en el artículo 7 de la Ley 909/04, se le otorgó la naturaleza jurídica de ser un órgano de garantía y protección del sistema de mérito en el empleo público, de carácter permanente del nivel nacional, independiente de las ramas del poder público, dotada de personería jurídica, autonomía administrativa y patrimonio propio; por tanto, debe decretarse la nulidad de lo actuado desde el auto admisorio, y someterse nuevamente a reparto de los despachos competentes.
De igual manera, indica que de acuerdo con el carácter excepcional y subsidiario del mecanismo de tutela, el operador judicial está en el deber de determinar si la solicitud de amparo reviste dichas características, es decir, que la actora no cuenta con otros medios para canalizar el reclamo presentado, y en el caso sometido a estudio la acción constitucional es improcedente, de conformidad con los presupuestos contenidos en el Decreto 2591/91, ya que con la misma se pretende contrariar las reglas encargadas de regir el proceso de selección convocatoria 250/12, esto es, el Acuerdo 297/12 modificado por el 303/13, actos administrativos que son de carácter general, impersonal y abstracto, los cuales actualmente se encuentran vigentes y son vinculantes para la accionante, de conformidad con el artículo 31 de la Ley 909/04. 
Es claro entonces que la accionante cuenta con otros mecanismos jurídicos para controvertir las actuaciones que considera atentatorias de sus derechos fundamentales, como lo es la acción de nulidad y restablecimiento del derecho ante la jurisdicción contencioso administrativa. Máxime que no está demostrada la existencia de un perjuicio irremediable, ni la urgencia, inminencia, gravedad e impostergabilidad del amparo constitucional, ya que el simple hecho de que la accionante anuncie la supuesta afectación de sus derechos no puede justificar de manera inmediata la procedencia de la solicitud de amparo, porque con ella se desnaturalizaría su propósito, en especial si lo argumentado debe ser objeto de debate legal ante otra jurisdicción mediante un mecanismo ordinario.

Por último hace un recuento del trámite adelantado por esa entidad con ocasión de la convocatoria 250/12, así como de las normas que la regulan, y señala que esa comisión convocó para el concurso de méritos para proveer las vacantes definitivas de empleos de carrera de la planta de personal administrativo del INPEC, y de acuerdo con lo establecido en el artículo 51 del Acuerdo 297/12 se prevé que cuando se reporte más de una vacante para un mismo empleo, con diferente ubicación geográfica, se procederá a realizar una audiencia de escogencia del empleo, cuya prelación se tiene por orden del mérito establecido en la lista de elegibles, la cual en el presente caso en desarrollo de las herramientas tecnológicas a disposición se hizo mediante correo electrónico, y a la señora MARÍA EUGENIA NOVA VECINO no fue posible asignarle la sede de Pereira, por cuanto ya se había otorgado a un aspirante con mejor posición, señor LUIS FERNANDO ORTIZ BEDOYA. Aclara que una vez culminada esa diligencia, la CNSC pierde competencia de hacer cualquier modificación, siendo el INPEC la entidad encargada de nombrar en periodo de prueba a los aspirantes que hayan sido convocados.

4.3.- El señor LUIS FERNANDO ORTIZ BEDOYA indicó que participó en la convocatoria No 250/12 del INPEC, para la oferta del empleo No. 203791 en el cargo de profesional universitario código 2044 grado 11, y terminadas todas las pruebas ocupó el segundo puesto.
Por lo anterior, anexa la Resolución No. 3698 de 2015 de la CNSC, en la cual aparece la lista de elegibles definitiva de dicha convocatoria, y la Resolución No. 4362 del INPEC, en donde se hace el nombramiento en periodo de prueba, y el oficio de celebración de la audiencia pública para seleccionar la opción de sede.
5.- PRUEBAS

Se tuvieron en cuenta como tal los documentos aportados por cada una de las partes.

6.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 306/92.
6.1.- Problema planteado 

Corresponde establecer a la Sala si por parte del INPEC o de la CNSC se han vulnerado los derechos fundamentales de la aquí accionante, al no asignar la opción de sede escogida por ella para desempeñar el cargo de Profesional Universitario grado 11, dentro del concurso de méritos correspondiente a la convocatoria 250/12 con miras a proveer las vacantes definitivas de los empleos de carrera de personal administrativo del INPEC.
6.2.- Solución

Previamente debe pronunciarse el Tribunal sobre lo atinente a la temeridad en la que pudo incurrir la accionante, la cual fue puesta de presente tanto por el INPEC como por la CNSC.

Para esta Sala es diáfano y salta a la vista que efectivamente la señora MARIA EUGENIA NOVA VECINO ya había presentado ante la judicatura una acción constitucional por los mismos hechos y contra las mismas entidades, la cual fue asignada por reparto al Tribunal Contencioso Administrativo de Risaralda bajo el radicado N° 66001233300220150047800, y debidamente admitida por esa Corporación; a consecuencia de lo cual las accionadas tuvieron la oportunidad de pronunciarse al respecto.

En esas condiciones se hace necesario resaltar que el Decreto 2591 de 1991 en su artículo 38 dispone: “cuando sin motivo expresamente justificado, la misma acción de tutela sea presentada por la misma persona o su representante ante varios jueces o tribunales, se rechazarán o decidirán desfavorablemente todas las solicitudes. El abogado que promoviere la presentación de varias acciones de tutela respecto de los mismos hechos y derechos, será sancionado con la suspensión de la tarjeta profesional al menos por dos años. En caso de reincidencia, se le cancelará su tarjeta profesional, sin perjuicio de las demás sanciones a las que haya lugar”. Dispositivo que traduce, que si no se logra identificar ese motivo expresamente justificado, la tutela está llamada a fracasar y trae consigo las consecuencias que la ley prevé.
No obstante lo anterior, la apoderada de la referida ciudadana explicó al despacho que inicialmente había conocido el asunto en primera instancia, que dicha solicitud fue retirada al día siguiente porque consideraron que no debía dirigirse contra la CNSC, y al efecto allegó el correspondiente escrito. 

Siendo así, pese a que no aparece ningún motivo válido para que se haya instaurado en dos oportunidades la misma demanda de tutela, al haberse retirado una de ella y no alcanzarse a emitir el fallo respectivo, no puede darse aplicación a la sanción por temeridad prevista en la citada norma, y debe darse trámite al presente asunto.

Como quiera que la acción de tutela fue consagrada expresamente por el constituyente como una acción preferente y sumaria, la cual procede cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, en principio no resulta procedente para controvertir actos administrativos toda vez que para ello está prevista la vía administrativa; sin embargo, en una actitud previsiva del constituyente primario, se abrió la posibilidad para que de manera excepcional y de acuerdo con las características del caso, se pudiera utilizar a efectos de evitar el quebrantamiento de garantías superiores que requieran solución inmediata
.  

Mediante los concursos de méritos se establece la posibilidad de que todos los ciudadanos puedan aspirar a ocupar un cargo público de carrera en igualdad de armas, y es por ello que la administración debe fijar a través de la convocatoria respectiva los parámetros que serán de obligatorio acatamiento para los que cumplan los requisitos mínimos; es decir, la convocatoria es la norma que regula todo concurso y obliga tanto a la administración como a las entidades encargadas de su realización e igualmente a las personas que participaran en las mismas, quienes de contera desde el momento de la inscripción aceptan de manera tácita todas las condiciones allí contenidas
, obsérvese:

“La convocatoria es “la norma reguladora de todo concurso y obliga tanto a la administración, como a las entidades contratadas para la realización del concurso y a los participantes”, y como tal impone las reglas que son obligatorias para todos, entiéndase administración y administrados-concursantes. Por tanto, como en ella se delinean los parámetros que guiarán el proceso, los participantes, en ejercicio de los principios de buena fe y confianza legítima, esperan su estricto cumplimiento. La Corte Constitucional ha considerado, entonces, que el Estado debe respetar y observar todas y cada una de las reglas y condiciones que se imponen en las convocatorias, porque su desconocimiento se convertiría en una trasgresión de principios axiales de nuestro ordenamiento constitucional, entre otros, la transparencia, la publicidad, la imparcialidad, así como el respeto por las legítimas expectativas de los concursantes. En consecuencia, las normas de la convocatoria sirven de autovinculación y autocontrol porque la administración debe “respetarlas y que su actividad, en cuanto a la selección de los aspirantes que califiquen para acceder al empleo o empleos correspondientes, se encuentra previamente regulada.” 

La Corte ha destacado también que la acción constitucional es un medio procedente para proteger los derechos de quienes han participado en concursos de méritos para la provisión de cargos de carrera en las entidades estatales y han sido seleccionados, en la medida en que las acciones ordinarias ante la jurisdicción de lo contencioso-administrativo no proveen un mecanismo efectivo, oportuno e idóneo para la protección de los derechos al trabajo, a la igualdad y  al debido proceso
.
La Constitución Política de 1991 establece en el ordinal 7° del artículo 40, que se garantiza a todo ciudadano el acceso al desempeño de funciones y cargos públicos
-. En el mismo sentido el artículo 125 señala: “los empleos en los órganos y entidades del Estado son de carrera”. De igual modo, el inciso 2º del citado artículo consagra la regla general del concurso público, como forma de acceder a los cargos de la administración pública. De esta forma la norma Superior es clara al establecer los criterios para la provisión de cargos públicos, que son: el mérito y la calidad de los aspirantes. 

Sobre ese aspecto, el órgano de cierre ha considerado que el régimen de carrera encuentra su fundamento en tres objetivos básicos: (i) para buscar el óptimo funcionamiento en el servicio público desarrollado en condiciones de igualdad, eficiencia, eficacia, imparcialidad y moralidad; (ii) para garantizar el ejercicio del derecho al acceso y al desempeño de funciones y cargos públicos; y (iii) para proteger y respetar los derechos subjetivos de los trabajadores al servicio de Estado, originados en el principio de estabilidad en el empleo. 
De conformidad con lo anterior, se tiene que la convocatoria es, por tanto: “la norma reguladora de todo concurso y obliga tanto a la administración como a las entidades contratadas para la realización del concurso y a los participantes”, y como tal impone las reglas de obligatoria observancia para todos, llámense empleados públicos o ciudadanos que aunque no estén en provisionalidad en el cargo, reúnen las exigencias pero no cuentan con un patrocinio político.

Esa es entonces la única forma que tienen todos los ciudadanos de aspirar a ocupar un cargo público de carrera en igualdad de armas, y es por ello que la administración debe fijar para todos los que cumplan los requisitos mínimos, aquellos parámetros que guiarán el proceso en ejercicio del principio de la buena fe y la confianza legítima, esperándose de allí su observancia y cumplimiento. 

En el presente caso, la ciudadana MARÍA EUGENIA NOVA VECINO mediante apoderada judicial concurre ante el juez constitucional con el fin de lograr que se termine con una situación que a su modo de ver atenta contra sus derechos fundamentales a la vida y a la salud, como quiera que ni el INPEC ni la CNSC accedieron a asignarle como sede la ciudad de Pereira (Rda.) para su nombramiento en periodo de prueba como Profesional Universitario grado 11, para el cual superó el concurso atinente a la convocatoria 250/12, pese a que puso de presente su condición de reubicada laboral, su delicado estado de salud, y la recomendación médica de permanecer en el cargo actual.

Una vez analizada la documentación anexa al presente trámite, por parte de esta Sala se advierte que ninguna de las entidades vinculadas a la acción ha incurrido en la vulneración de los derechos invocados por la tutelante, puesto que la actuación de las mismas se ha enmarcado en las normas que rigen la Convocatoria 250/12 y las disposiciones que regulan la carrera administrativa.
Puntualmente se tiene que la CNSC emitió la correspondiente lista de elegibles en orden de puntajes -Resolución 1964 de septiembre 19 de 2014 modificada por la 3698 de agosto 20 de 2015-, y posteriormente, en atención a que el cargo ofertado por la aquí accionante tenía 9 vacantes en ubicaciones geográficas distintas, realizó audiencia virtual mediante correo electrónico con el fin de que todos los aspirantes escogieran las sedes de su preferencia, luego de lo cual asignó a cada uno de ellos de acuerdo con el mérito y las opciones seleccionadas la sede correspondiente. El cargo de esta ciudad fue asignado al señor LUIS FERNANDO ORTIZ BEDOYA, por cuanto fue el que escogió como primera opción, y además porque es el segundo en la lista de elegibles, mientras que a la señora MARÍA EUGENIA NOVA VECINO se le designó la ciudad de Barranquilla, al estar en la séptima posición de ese registro.
Por su parte, el INPEC procedió a nombrarla en periodo de prueba en el cargo señalado -Resolución N°004262 de noviembre 04 de 2015-, sin atender la solicitud hecha por ella de ser dejada en esta capital por las razones antes aludidas, actuación que se encuentra por parte de esta Colegiatura como ajustada a derecho. 
Ahora, en lo que sí incurrió dicha institución fue en la vulneración del derecho fundamental de petición, al no haberse pronunciado en forma expresa y dentro del término legal sobre lo solicitado por la señora MARÍA EUGENIA, situación que ya fue superada porque se emitió respuesta al respecto, en la que incluso se le indicó que la persona designada para el cargo requerido por ella tomó posesión del mismo desde diciembre 30 de 2015.

Debe decirse además, que lo pedido por la accionante se encuentra expresamente regulado en el artículo 3 del Acuerdo 294/12 de la CNSC, en el cual dentro de los requisitos para solicitar cambio de la asignación geográfica de sede en periodo de prueba, entre otros, se establece que no se afecten derechos adquiridos por terceros, lo cual no se cumple en este caso, por cuanto para la vacante de Pereira, que es la solicitada por la actora en razón de sus especiales condiciones laborales y de salud, ya existe una persona que fue designada por haber escogido la ciudad de Pereira como primera opción, como acaba de verse.  
De acogerse la tesis propuesta por la accionante, en cuanto se ordene su incorporación durante el periodo de prueba en el cargo que actualmente se encuentra vacante en la ciudad de Pereira, se vulnerarían masivamente los derechos de todos aquellos candidatos que participaron en la convocatoria 250/12, y principalmente del ciudadano LUIS FERNANDO ORTIZ BEDOYA, quien escogió la sede en la que ella pretende ser nombrada en periodo de prueba por ocupar el segundo lugar en la lista de elegibles, y se irrespetarían todas y cada una de las reglas y condiciones que se imponen en las mismas, porque su desconocimiento se convertiría en una trasgresión de los principios axiales que contempla nuestro ordenamiento constitucional, entre otros: la transparencia, la publicidad, la imparcialidad, así como el respeto por las legítimas expectativas de los concursantes.
Adicionalmente, no se observa a favor de la ciudadana MARÍA EUGENIA NOVA VECINO ninguna de las situaciones aludidas en la jurisprudencia en cita para predicar que la acción de tutela sea el mecanismo idóneo para evitar un perjuicio irremediable, más cuando la ocurrencia de éste debe estar debidamente demostrado, y en el presente caso la actora asegura que la situación apremiante que debe tenerse en consideración para viabilizar el amparo, es el hecho de estar reubicada laboralmente, por cuanto presenta problemas de estrés y trastorno de ansiedad, sumados a que por recomendación médica se concluyó que debe permanecer en el lugar de trabajo actual. A lo que agrega que la persona que la acompaña, y la asiste en sus crisis, es su hermana de 74 años, quien por su edad -73 años- y  su estado de salud no podría trasladarse con ella a Barranquilla.

Dichos argumentos en criterio de este Tribunal no pueden ser válidos para amparar los derechos que la señora NOVA VECINO considera quebrantados, puesto que con ello, como ya se dijo, se afectarían los derechos de otra persona que al igual que ella pasó todas las etapas del concurso y fue ubicada en la lista de elegibles en una posición más privilegiada que la suya, en razón del mérito, principio fundamental que rige ese tipo de actuaciones. Además de ello no se aportó una prescripción médica que indique puntualmente que al estar en la ciudad en la que fue nombrada se vaya a afectar su estado de salud, sino simplemente una recomendación de seguir en el puesto actual.

Ahora, en lo que tiene que ver con la reubicación laboral, el INPEC ya tiene conocimiento al respecto, y en el nuevo cargo en el que estará deberá acoger todas las indicaciones dadas por el médico laboral, para efectos de garantizar su salud.

En ese sentido también es pertinente señalar que lo atinente al tratamiento médico puede continuar en esa ciudad, en las mismas condiciones en las que venía siendo llevado a cabo en Pereira, por cuanto la EPS tiene dentro de sus archivos la historia clínica y debe procurar brindarle los servicios a los que en su condición de afiliada y en atención a sus patologías requiere.
En esas condiciones, lo pretendido por la accionante es cuestionar varios actos administrativos emitidos en desarrollo del concurso, situación ésta que no puede ser objeto de trámite por este medio preferente y sumario sino por la vía contencioso administrativa donde se deberá debatir el mencionado asunto, lo cual incluso ya debió haber hecho por razón de la caducidad de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, para procurar la revocatoria de la resoluciones que considera lesivas a sus intereses, al tener incluso la posibilidad de solicitar la suspensión de las mismas.
Por lo antes mencionado y como quiera que la acción de tutela no se erige como la vía por la cual la señora MARÍA EUGENIA NOVA VECINO puede buscar la protección de las garantías constitucionales que estima vulneradas, se declarará improcedente el amparo constitucional impetrado, y se dejará sin efectos la medida provisional de suspensión ordenada por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas (Rda.) en proveído de noviembre 30 de 2015, respecto de la resolución N°004262 de noviembre 04 de 2015 emitida por el INPEC.
6.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE DECLARA IMPROCEDENTTE el amparo invocado por la ciudadana MARÍA EUGENIA NOVA VECINO. 

SEGUNDO: SE DEJA SIN EFECTOS la medida de suspensión de la Resolución 004262 de noviembre 04 de 2015 emitida por el INPEC, ordenada por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas mediante auto de noviembre 30 de 2015. 

TERCERO: Si el fallo no fuere impugnado, remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
       JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
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